
Pública, y la nueva redacción que se da definitivamente al art. 49.c) del EBEP por el Real Decreto-Ley 
6/2019, de 1 de marzo.

Ante esta situación, y en este punto concreto de condiciones de disfrute del permiso de paternidad, 
dado que la Circular 1/2018, que establece las directrices a aplicar en esta materia al personal del 
sector público andaluz, ha sido adoptada por la Secretaría General para la Administración Pública, se 
ha procedido a iniciar de oficio la queja 19/6401 ante dicho Centro Directivo a fin de que nos aporte las 
aclaraciones y motivaciones correspondientes sobre los criterios de distribución de la parte del permiso 
de paternidad de forma ininterrumpida que figura en la referida Circular, antes de adoptar una decisión 
definitiva sobre la cuestión planteada en la presente queja y que afectan asimismo a otras quejas y 
consultas realizadas ante esta Institución por personal al servicio.

Se concluye la queja recomendando a la Consejería de Educación que, por los motivos expuestos, se 
proceda a ampliar la duración del permiso de paternidad concedido al interesado por el nacimiento de 
su hijo, el 6 de mayo de 2019, en tres semanas dentro de los 12 meses siguientes al hecho causante.

La contestación a la Resolución está pendiente del informe jurídico solicitado por la Administración 
educativa al respecto.

1.5.2.4. En relación con el acceso al empleo público

1.5.2.4.1. Procesos de estabilización de personal temporal del Sector Público

Durante el año 2019 se han seguido recibiendo en esta Institución numerosas quejas, presentadas 
por diferentes organizaciones sindicales, colectivos de distintas modalidades de personal temporal y 
particulares afectados, en las que se pone de manifiesto su preocupación por el desarrollo de los procesos 
de estabilización que se van a desarrollar en las distintas Administraciones públicas. Entre estas quejas, 
podemos destacar:

La decisión de la queja 18/0927, promovida de oficio por este Comisionado, en relación con los procesos 
de estabilización del empleo temporal en la Administración de la Junta de Andalucía.

Tras la recepción del informe que nos fue remitido por la Administración competente en la materia, y 
la reunión mantenida con esa Secretaría General de Administración Pública a este respecto, se procede 
al cierre del expediente de queja de oficio tras exponer una serie de consideraciones a dicho Centro 
Directivo.

Entre éstas, se pone de manifiesto a la Administración que, dado el carácter extraordinario de estos 
procesos de consolidación y de estabilización hace que deban ser objeto de una especial consideración 
a la hora de determinar las plazas que se ofrecen a los procesos de selección y provisión de puestos. Así, 
de acuerdo con la interpretación que se colige de lo dispuesto en las leyes generales que introducen estos 
procesos de estabilización, hay que tener en cuenta que ese número total de plazas deberán mantenerse 
hasta la conclusión de los mismos, sin perjuicio de que algunas de estas vacantes puedan ser incluidas 
en procesos de provisión ordinaria, en aquellos casos que procedan, a fin de salvaguardar los derechos 
que corresponden al personal con una relación estable y permanente en la Administración Autonómica.

Le manifestamos, igualmente, que en todo caso, la Secretaría General para la Administración Pública, 
y en su caso, la Consejería de Presidencia, Administración Pública e Interior, deben garantizar, en 
línea con lo marcado en las Leyes 3/2017 y 6/2018, de Presupuestos Generales del Estado, que en los 
correspondientes procesos selectivos de estabilización que se articulen se cumplirán los principios de 
libre concurrencia, igualdad, mérito, capacidad y publicidad, adecuados a los criterios antes referidos.

Por último, le recordamos que, en dichos procesos selectivos, que se aprobarán siempre previa 
negociación con las organizaciones sindicales, deberán establecerse unos criterios claros e igualitarios 
para todos los sectores, sin perjuicio de sus respectivas peculiaridades, y en el marco de los principios 
constitucionales reguladores del acceso al empleo público.
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Otra queja a destacar en relación con este asunto es la queja 19/5708, presentada por la organización 
sindical ISA y en la que denuncia la convocatoria de los procesos de estabilización y consolidación de empleo 
temporal sin que se haya ultimado la tramitación de la Iniciativa Legislativa Popular 10/18/ILPA-000001, 
relativa a aplicación del sistema de concurso en la convocatoria de procesos selectivos para la definitiva 
estabilización del empleo público temporal en el ámbito de la Administración de la Junta de Andalucía, 
y sin esperar los fallos que afectan a los procedimientos prejudiciales que se están tramitando ante el 
Tribunal de Justicia de la U.E. en los que se están dilucidando diversas cuestiones relativas al empleo 
público temporal en España. Asimismo, denuncian que no se ha dado la preceptiva negociación colectiva 
para la convocatoria de estos procesos selectivos al no haber habido una negociación efectiva de la OEP 
ni haberse atendido “la petición de la Mesa Técnica para ver el baremo”.

La queja fue admitida a trámite y se está a la espera del informe de la Administración. Con posterioridad 
se están recibiendo numerosas quejas en el mismo sentido que se están incorporando a la 19/5708 para 
su tramitación.

Por último, reseñar que durante el año 2019 también se han recibido numerosas quejas en las que nos 
manifiestan su desacuerdo con la admisión a trámite por el Parlamento de Andalucía de la Iniciativa 
Legislativa Popular 10-18/ILPA-00000, relativa a la aplicación del sistema de concurso a los procesos 
selectivos de estabilización del empleo público temporal en el ámbito de la Junta de Andalucía, al considerar 
que dicha iniciativa vulnera los principios constitucionales de acceso al empleo público.

Sin perjuicio de manifestar a las personas interesadas nuestra comprensión con la situación que nos 
exponen y las dudas que les genera la tramitación parlamentaria de dicha iniciativa legislativa, no pudieron 
ser admitidas a trámite dichas quejas por cuanto, con arreglo al marco legal por el que se rige esta 
Institución, los cometidos que corresponden al Defensor del Pueblo Andaluz serán la supervisión de las 
Administraciones públicas en los supuestos establecidos en su ley reguladora, sin que se cuente entre las 
facultades que tiene atribuidas esta Institución la de supervisar la actividad del Parlamento de Andalucía 
como consecuencia de la admisión a trámite de una iniciativa legislativa, así como tampoco por motivo de 
su debate y aprobación parlamentaria, en su caso.

1.5.2.4.2. Utilización de procedimientos electrónicos en los procesos selectivos de acceso al 
empleo público

La utilización de medios electrónicos en los procesos de selección para el acceso al empleo público está 
produciendo consecuencias que pudieran afectar a la garantía de los principios que rigen en esta materia 
y que han dado lugar a la tramitación de dos quejas de especial relevancia y repercusión pública. Entre las 
quejas tramitadas en el año 2019, cabe destacar:

La actuación de oficio queja 19/0614, al haberse tenido conocimiento de los retrasos y problemas que 
están surgiendo en la cobertura de sustituciones de maestros por el nuevo procedimiento de llamamientos 
telemáticos “SIPRI” de las bolsas de maestros/as.

La Administración educativa nos remite una escueta información de la que parece deducirse que los 
retrasos que se han ido produciendo en la cobertura de sustituciones van a solventarse con la convocatoria 
de dos procedimientos semanales, una vez sea “testado el nuevo sistema de provisión de interinidades”.

Tras la ampliación de información solicitada la Dirección General de Profesorado y Gestión de Recursos 
Humanos que nos precisa que una vez testado el sistema se vienen realizando, desde el 4 de marzo de 2019, 
dos convocatorias semanales con lo que el problema ha quedado resuelto. No se aporta, sin embargo, el 
informe de las causas, de índole técnica o de oto tipo, que hubieran podido motivar el haber llegado a esta 
situación que asimismo le fue solicitado.

Ante esta falta de respuesta consideramos oportuno poner de manifiesto a la Administración educativa 
algunas consideraciones en relación con el desarrollo de procedimientos electrónicos en los procesos de 
acceso al empleo público.
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Así, le comunicábamos que la implantación de la administración electrónica trata de implementar un 
cambio profundo en la forma habitual de relacionarse con la Administración que exige, tanto a ésta como 
a los ciudadanos, la adaptación a nuevos medios y formas de interrelación que, inevitablemente, requiere 
de un periodo de ajuste, y no sólo para que las Administraciones públicas se doten de los medios y normas 
que posibiliten el funcionamiento de este nuevo sistema de interrelación con la ciudadanía, sino también 
para que un sector importante de ésta poco familiarizado con la utilización de los medios tecnológicos 
vaya pudiendo adaptarse a estos cambios importantes en la forma de comunicarse y relacionarse con la 
Administración.

Es evidente que la tramitación telemática de procedimientos administrativos masivos contribuye a la 
agilidad de estos procesos y, siempre que se respeten las normas básicas que garantizan los derechos de 
la ciudadanía en el desarrollo de estos procedimientos, contribuirán a reforzar los principios de eficacia, 
proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia a los que se sujetan la actuación de las 
Administraciones públicas en este ámbito.

Sin embargo, en esta fase inicial de implantación de la tramitación electrónica obligatoria de estos procesos 
en la que nos encontramos, incidencias como las que se han producido en el desarrollo de estos procesos 
telemáticos -y sobre las que reiteramos nuestro desconocimiento al no haberse dado traslado del informe 
correspondiente- unido a las consecuencias que las incidencias que se plantean tiene para la efectividad 
del derecho al acceso en condiciones de igualdad a las funciones públicas y, en última instancia, del 
derecho a la educación, hubiera sido aconsejable, asimismo, que se extremara el desarrollo de los medios 
tecnológicos de soporte para estos procedimientos a fin de evitar que se produjeran situaciones de mal 
funcionamiento de la aplicación informática a través de la cual se articulan estos procesos de provisión 
de sustituciones y vacantes sobrevenidas, como nos han hecho llegar las personas que se dirigieron a la 
Institución denunciando esta situación.

Finalmente, valoramos positivamente la comprobación que se ha realizado del nuevo sistema de provisión 
de interinidades, que nos comunicaba la Administración en su informe, y concluíamos con Resolución en 
la que se recomendaba a la Administración educativa que se lleven a cabo el número de convocatorias 
semanales precisas para asegurar una ágil e inmediata provisión de vacantes sobrevenidas y sustituciones, 
a lo largo de todo el curso escolar, y se sugería a ésta que, en tanto se normaliza la tramitación de 
procedimientos electrónicos y se consolidan como proceder habitual para relacionarse la ciudadanía con 
la Administración, se mejore el aplicativo informático que da soporte a la tramitación de los procesos de 
provisión de vacantes a fin de evitar las incidencias detectadas en estos procesos o en otros similares y, 
todo ello, garantizando los derechos que legalmente tiene reconocidos la ciudadanía en este ámbito.

La Dirección General del Profesorado y Gestión de Recursos Humanos contestó aceptando la Resolución 
que se le había formulado. (queja 19/0614).

Otras actuaciones a destacar en esta apartado son: la actuación de oficio queja 19/2833, iniciada como 
consecuencia de las numerosas quejas que se han seguido recibiendo en esta Institución por parte de 
profesionales sanitarios denunciando los fallos que se han vuelto a producir en relación con el sistema de 
presentación de méritos a través de la Ventanilla Electrónica de Profesionales (VEC), a la que se accede 
a través de la página web del Servicio Andaluz de Salud, y que ya había sido tratado con motivo de la 
tramitación de la queja de oficio 17/3654. Esta situación ha dado lugar a que se inicie esa nueva actuación 
de oficio para continuar la investigación sobre estos hechos y realizar un seguimiento de la sugerencia que 
se había formulado a la Administración sanitaria que había sido aceptada por la misma. Tras la remisión 
de un pormenorizado informe por parte de la Dirección General de Personal del SAS se está ultimando su 
valoración antes de proceder a adoptar la decisión oportuna.

Y, la actuación de oficio queja 19/6299, que se abrió ante las numerosas quejas que nos venían presentando 
participantes en el proceso de acceso al Cuerpo de Profesores de enseñanzas secundarias, que habían 
participado en el proceso de colocación de efectivos para el curso académico 2018/2019 y que, tras 
cumplimentar telemáticamente la solicitud dentro del plazo establecido, figuran en los listados provisionales 
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como excluidas, en situación de “inactivo de oficio por no presentar el anexo II”. Se está a la espera del 
informe solicitado a la Viceconsejería de Educación y Deporte.

1.5.2.4.3. Del derecho de revisión de ejercicios y acceso a los expedientes relativos a procesos 
selectivos

En relación con el ejercicio de estos derechos, un año más se han recibido en esta Institución numerosas 
quejas por parte de personas participantes en diversos procesos selectivos de acceso al empleo público 
que denuncian negativas o impedimentos por parte de los órganos de selección para poder acceder a 
los expedientes del proceso selectivo, así como a la revisión de ejercicios realizados.

Estas cuestiones se encuadran en el ámbito del derecho a la información y acceso a los registros y 
archivos administrativos que se reconoce a la ciudadanía en el artículo 105 de la Constitución, y se 
consagra en la regulación que se contiene en los artículos 13.d) y 53.1.a) de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establecen los 
derechos de acceso a la información pública, archivo y registros, y a conocer el estado de tramitación 
de los procedimientos, así como en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Buen Gobierno, y en la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de 
Andalucía. A su vez, dentro de la observancia del principio general de transparencia en toda actuación 
administrativa, el art. 55 del EBEP lo incluye como uno de los principios rectores del acceso al empleo 
público.

Desde esta perspectiva legal, se impone la necesidad de acomodar la actuación de las Administraciones 
públicas al principio de transparencia, y garantizar el derecho de la ciudadanía a recibir una atención 
adecuada, en el marco del derecho que tiene reconocido a una buena administración (art. 31 EAA) y que 
comprende, entre otros aspectos, el de acceso a la información pública y transparencia en la actuación 
administrativa, incluido además, en su art. 133.1, como principio general de actuación y gestión de 
competencias de la Administración de la Junta de Andalucía.

Principios que, más si cabe aún, son de aplicación directa en el ámbito de los procesos selectivos para 
ingresar en el empleo público que se rigen por los principios de igualdad, mérito y capacidad por exigencia 
directa de los artículos 23.2 y 103.3 de la Constitución.

La tramitación de las numerosas quejas recibidas por esta causa determinó la apertura de oficio de 
la queja 19/3781, iniciada como consecuencia de las numerosas quejas recibidas por las personas 
participantes en los procesos selectivos de personal docente (maestros y profesorado de secundaria y 
asimilados) relativas al derecho de acceso de las personas opositoras a los ejercicios realizados, a conocer 
las plantillas de corrección y criterios de evaluación seguidos por los Tribunales de la oposición, así como 
a obtener copias de los mismos.

Tras analizar las Bases reguladoras de estos procesos selectivos aprobadas por Órdenes de la 
Consejería de Educación, no observamos cambio alguno en la regulación de esta materia de un año a 
otro, no contemplándose en las correspondientes convocatorias otra posibilidad que impugnar el posible 
desacuerdo con alguna actuación administrativa que se haya producido en las distintas fases del proceso 
selectivo, que la de formular recurso potestativo de reposición o contencioso-administrativo contra la 
Orden que apruebe las listas definitivas de personal seleccionado.

De todo ello llegamos a la conclusión de que por parte de esa Administración no se han adoptado 
instrucciones o medidas que faciliten el ejercicio de este derecho por parte de los opositores que 
estimen oportuno ejercitarlo y permitan garantizarlo, como se le había sugerido desde esta Institución, 
lo que es fuente de numerosas impugnaciones a nivel administrativo y judicial, así como de quejas 
ante esta Defensoría, que año tras año se reiteran sin que se atisbe la adopción de medida alguna que 
permita garantizar, de manera eficaz y eficiente, el ejercicio de este derecho -constitucional, estatutaria 
y legalmente- reconocido a las personas participantes en este tipo de procesos.
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No desconocemos que el ejercicio de este derecho de acceso puede ejercerse en el curso del proceso 
selectivo, con arreglo al art. 53.1 de la LPAC, o una vez finalizado el mismo, al amparo del derecho de 
acceso a la información pública reconocido en la LTPA, por lo que el acceso a la información pública 
requerida queda garantizado por una u otra vía, a pesar de que en la normativa reguladora de los mismos 
no se hace mención expresa al respecto.

Además, en las quejas que cada año nos vienen presentado los opositores por este motivo, se trasluce 
desconocimiento y descoordinación por parte de los distintos Tribunales sobre el modo de actuar cuando 
se plantean estas incidencias, sin que tengamos conocimiento de que por parte de la Administración 
educativa se hayan adoptado o transmitido las instrucciones oportunas sobre cómo actuar al respecto.

Estos aspectos cobran mayor sentido, si tenemos en cuenta que el derecho de acceso a los expedientes 
administrativos previstos en el art. 53.1 de la LPAC -que es el reivindicado en la inmensa mayoría de las 
quejas presentadas ante esta Institución al no estar finalizado el proceso selectivo-, como se afirma en 
la Sentencia del Tribunal Supremo de 6 de junio de 2005, “se ve reforzado desde el momento en que se 
conecta de modo directo con el ejercicio de un derecho fundamental como es el principio de igualdad, 
mérito y capacidad en el acceso a la función pública (artículo 23.2 CE)”.

Asimismo, tampoco pueden desconocerse las dificultades que plantea el ejercicio de este derecho al no 
hacerse referencia alguna al mismo en las normas que aprueban las Bases de estos procesos selectivos, 
así como, que si la vista del expediente se produce una vez finalizado el proceso, es muy probable que 
transcurra el plazo de un mes que tienen las personas interesadas para recurrir administrativamente, con 
lo que la resolución impugnable habrá adquirido firmeza, lo que puede generar indefensión.

Por todo ello, para garantizar el ejercicio efectivo de este derecho, recomendamos a la Administración 
educativa (queja 19/3781) que se adopten las medidas oportunas a fin de que, ante las peticiones de 
vista del expediente, los tribunales y comisiones de selección tengan criterios claros y precisos de cómo 
actuar y se les den pautas concretas para que, en estos casos, se reciban a los personas interesadas 
que lo soliciten con prontitud y se les den las explicaciones oportunas sobre la puntuación asignada. 
A tal fin, se le sugiere, asimismo, que en las convocatorias de los procesos selectivos de acceso a los 
Cuerpos de Profesorado Docente de la Administración de la Junta de Andalucía, se incluya en las Bases 
reguladoras de las correspondientes convocatorias la regulación de las alegaciones que puedan presentar 
las personas participantes en las mismas una vez sean conocidas las calificaciones provisionales de las 
distintas pruebas, determinando el modo en que se ejercerá el derecho de acceso al expediente y la 
forma en que se consideraran contestadas las mismas.

Está pendiente de respuesta por parte de la Consejería de Educación y Deporte.

1.5.2.4.4. Acceso al empleo público con carácter temporal

De las quejas recibidas durante el año 2019 en relación con el acceso al empleo temporal cabe destacar 
la actuación de oficio queja 18/5175, por la baremación del apartado Otros Méritos en la Bolsa de 
Empleo Temporal del SAS.

Durante el año 2018 se presentaron en esta Institución numerosas quejas formuladas, en su gran 
mayoría, por Personal de Enfermería del SAS, así como también por algunos Facultativos Especialistas 
de Farmacia Hospitalaria, en las que manifestaban su malestar y el que se había generado entre un 
numeroso grupo de estos profesionales sanitarios, por el trato desigual que se estaba dando en la 
valoración del apartado Otros Méritos para el acceso a la Bolsa de Empleo Temporal de dicha Agencia, 
al considerar que otros compañeros con apenas actividad científica aparecen en la citada Bolsa con una 
puntuación muy elevada en dicho apartado, con lo que, en palabras de los afectados, “se está jugando 
con el empleo de las personas”.

Dicha queja, igualmente, ha sido presentada en esta Defensoría por un considerable número de estos 
profesionales durante el año 2019, lo que motivó la apertura de la citada queja de oficio. Dada la 
complejidad del asunto objeto de la queja y las dificultades que plantea este tipo de valoraciones, ante 
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el escueto informe remitido en primera instancia por el SAS se solicitó una ampliación del mismo a la 
Dirección General de Personal del SAS, recordándole que la valoración de estos méritos viene siendo 
una cuestión controvertida desde hace tiempo y que ya motivó el inicio de otra queja de oficio por parte 
de esta Institución en el año 2013, la queja 13/342.

En dicha queja se nos remitió por parte de la Dirección general de Profesionales del SAS un muy 
pormenorizado informe sobre este asunto en el que ya se reconocían los riesgos que puede reportar para 
la obligada observancia de los principios constitucionales de acceso al empleo público una valoración falta 
de rigor de estos méritos.

En la actualidad, por las quejas recibidas en esta Institución, constatamos igualmente los evidentes 
riesgos que siguen existiendo de trato desigual a las personas participantes en estos procesos selectivos 
por la posible valoración irregular de algunos de estos méritos, especialmente de los relacionados con 
las ponencias y comunicaciones a congresos. Del análisis de las quejas que cada año recibimos por este 
motivo, comprobamos que periódicamente llegan numerosas denuncias, algunas generales a todos los 
ámbitos profesionales -como es el caso de la valoración de determinadas comunicaciones y ponencias 
a congresos- y otras específicas en un determinado sector profesional -como las muy pormenorizadas 
incluidas en la solicitud de ampliación de informe al SAS que nos habían denunciado los especialistas de 
Farmacia Hospitalaria en su queja- que coinciden en plantear aspectos novedosos respecto a la aportación 
de méritos que deberían ser analizados para asegurar la correcta apreciación de los mismos y que requeriría, 
en nuestra opinión, algún tipo de actuación aclaratoria por parte del órgano o unidad competente en el 
ámbito de esa Administración sanitaria a fin de asegurar la imprescindible objetividad e igualdad en la 
valoración de los mismos.

Sin embargo, en los informes que nos ha remitido la Dirección General de Personal del SAS más allá de 
remitirse al régimen jurídico por el que se regulan estos procesos y a trasladarnos diversas consideraciones 
generales sobre los mismos y al buen hacer de las Comisiones de Valoración, no encontramos respuestas 
precisas sobre las cuestiones concretas que planteábamos y las comprobaciones realizadas ante las 
denuncias recibidas por este motivo.

Ello no implica, en ningún caso, menoscabar la discrecionalidad técnica que ostentan las Comisiones de 
Valoración para el desarrollo de sus funciones de evaluación de aspectos especializados que deben ser 
valorados, con rigor y objetividad, por especialistas en la materia a fin de asegurar la mayor equidad posible 
en su apreciación a todas las personas participantes en estos procesos. Sin perjuicio de ello, este principio 
de discrecionalidad técnica es conveniente que quede sujeto a elementos reglados establecidos con carácter 
previo que permitan controlar la objetividad de la actuación del tribunal valorador y su adecuación a los 
principios legales a observar en su funcionamiento.

Es por ello que compartimos con el SAS las medidas que nos trasladaba para asegurar el mayor rigor y 
objetividad en la baremación de méritos para el acceso a la Bolsa Única de Empleo del Servicio Andaluz de 
Salud, a través de los informes que la Dirección General competente remite a las Comisiones de Valoración 
respecto a los procedimientos de actuación y los criterios que han de aplicar en la valoración de dichos 
méritos, así como del análisis y negociación del modelo de baremación de méritos que se está produciendo 
en la Mesa Sectorial.

En consecuencia, recomendamos a la Dirección General de Personal del SAS (queja 18/5175) para que, 
en los ámbitos que proceda, y tras la correspondiente indagación de las incidencias denunciadas en la 
valoración del apartado de “Otros Méritos” que se establece en la Resolución de 22 de septiembre de 
2017 de la Dirección General de Profesionales, correspondiente al periodo de valoración de méritos de 31 
de octubre de 2018, se adopten las medidas oportunas y proceda, en su caso, a la oportuna modificación 
parcial de dicha Resolución, a fin de que las Comisiones de Valoración del proceso de ordenación de la 
Bolsa de Empleo Temporal del SAS puedan disponer de pautas y criterios precisos para baremar con el 
mayor rigor y objetividad posible los méritos aportados por las personas candidatas en dicho proceso. Está 
pendiente de respuesta por parte de dicho Centro Directivo.
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